
LAS LIBERTADES A R A G O N E S A S * 

por 
JESUS LALINDE ABADIA 

1. LA JUSTIFICACIÓN DEL REPLANTEAMIENTO DE UN TEMA CLÁSICO 

C U A N D O se replantea un tema clásico, como es el de las liber­
tades aragonesas, y, además, se tiene el atrevimiento de 

hacerlo en su misma cuna, como es Zaragoza, se precisa de una 
previa justificación. 

La justificación descansa en que, aunque, finalmente, se utilice 
para clausurar las actividades de la Institución «Fernando el Ca­
tólico» durante el curso 1971-72, en principio se proyectaba para 
abrir un ciclo de conferencias sobre derecho público aragonés, 
en cuyo caso era obvia la atención al tema que despierta mayores 
resonancias históricas. Con razón o sin ella, la celebridad de Ara­
gón dentro de España se debe a su danza y canto popular típico, 
al carácter de sus habitantes y al espíritu de independencia, cris­
talizado en las «libertades y fueros». 

Se justificaría la omisión solamente en el supuesto de que las 
libertades aragonesas y su gestación fueran suficientemente ; co­
nocidas por el público medio. Sin embargo, creo que, si en la 
actualidad se practicara una encuesta entre el hombre de la calle 
preguntado cuántas y cuáles son las libertades aragonesas, no 
sería muy alto el tanto por ciento de respuestas, no ya acertadas, 
sino, simplemente, aceptables. La propia población, estudiantil, 
excepción hecha de los que cursan estudios históricos, desconoce 
el tema. 

* Conferencia pronunciada el día 30 de mayo de 1972 en la sesión de 
clausura del curso 1971-72 en la Institución «Fernando el-Católico». 
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Y, sin embargo, nos encontramos en un momento de cierto 
rebrote del regionalismo en Europa, que en España tiene sus 
reflejos a través, como casi siempre, de Cataluña y el País Vasco. 
En Aragón se observa cierta inquietud de este carácter en algunos 
medios estudiantiles que, unas veces, hablan de libertades ara­
gonesas como aspiración, aunque sin conocerlas, y otras, inquieren 
tímidamente sobre las mismas, para saber si pueden adoptarlas 
como bandera ideológica. 

Todo esto creo que justifica el replanteamiento del tema clá­
sico. No se trata de hacerlo sobre «bases nuevas» con arreglo al 
tópico, puesto que alcanzar la novedad es algo reservado a muy 
pocos espíritus, sino de sintetizarlo para contribuir a su divulga­
ción, rechazando, en la medida de lo posible, todos los prejuicios, 
especialmente los del patriotismo chico o grande, positivo o ne­
gativo. 

2. LA IMPORTANCIA DEL RECIENTE LIBRO DE RALPH A. GIESEY 

Antes de pasar a la exposición de la conferencia, creo de jus­
ticia destacar un libro que aún podemos calificar de reciente, 
apareció en 1968, y que es del profesor norteamericano de Iowa, 
Ralph A. Giesey. La aportación española al tema es muy impor­
tante y, dentro de ella, la aragonesa, de la que a título de ejemplo 
podríamos evocar el nombre de Giménez Soler, pero la del citado 
hispanista tiene la ventaja de ofrecernos una visión total de la 
evolución de algunas, las más transcendentes, de las libertades 
aragonesas, plasmada en un legendario juramento a través del 
cual los aragoneses se declaran individualmente tanto como el 
rey y colectivamente superiores, para terminar condicionando su 
obediencia a un respeto a sus fueros y libertades, «y si no, no». 

El referido libro que, escrito en inglés, no ha sido traducido 
y es posible que no lo sea en el futuro, no puede llegar a la gran 
masa de lectores aragoneses y españoles. Sólo el dar a conocer 
su contenido justificaría esta conferencia, aunque ésta no pretende 
ser ni tanto ni tan poco. No voy a dar cuenta de todo el libro 
de Giesey, del que algunas partes sólo interesarán a un público 
muy especializado, ni quiero limitarme tampoco a los aspectos de 
los que se ha cuidado el profesor norteamericano, en cuanto que 
con ello no satisfaría la curiosidad del que aspira a tener una 
idea, aunque sumaria, de todas las libertades aragonesas. 
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I 

LA EVOLUCION HISTORICA 

3. LA TRANSCENDENTE INCIDENCIA DEL FACTOR IDEOLÓGICO 

SOBRE EL FACTOR POLÍTICO 

La evolución histórica de las libertades aragonesas es una mues­
tra de la trascendental incidencia que puede producirse sobre el 
factor político por parte del factor ideológico. Caracterizándose el 
hombre por su naturaleza de ser pensante o de ser imaginativo, 
el fruto de su intelección forma parte de la vida misma e incide 
notoriamente sobre ella. Las libertades aragonesas nacen como 
consecuencia de situaciones políticas, es decir, de conflictos de 
intereses en la lucha por la consecución del poder y la apropiación 
de los recursos económicos. Estos conflictos se producen entre 
un estamento, como el de la nobleza, y el rey; entre todos los 
estamentos o reino y el rey; o, entre el reino y otros reinos de la 
misma Corona, como Cataluña, o de Corona distinta, como Castilla. 

Sin embargo, producidas estas situaciones conflictivas su des­
arrollo no queda señalado por los factores puramente físicos, sino 
por los productos del pensamiento. Es cierto que éste se deriva 
de las situaciones políticas, sin las que no aparecería, pero una 
vez nacido, es él el que a su vez influye decisivamente y a través 
de un proceso secular, en los propios acontecimientos. La pérdida 
de una batalla, como la de Epila; la de una guerra, como la de 
Sucesión; la debilidad del carácter de un monarca, como Alfon­
so III, o el vigor de otros, como Pedro IV o Felipe II, son fac­
tores primarios, pero no suficientes, de manera que su influjo 
es debilitado y, a veces, hasta frenado por la labor, casi desaper­
cibida, pero eficaz en su tenacidad, de los historiadores y los 
juristas, los cuales a través de sus relatos y sus alegaciones con­
siguen crear un estado de opinión y una atmósfera favorable al 
logro de sus intenciones. 
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4. EL ORIGEN HISTÓRICO DE LAS LIBERTADES ARAGONESAS 

EN LA SEGUNDA MITAD DEL SIGLO XIII 

Aunque, lógicamente, reivindicaciones y hasta consecuciones 
en el campo de la libertad, puedan ser detectadas desde los orí­
genes más remotos del condado y reino de Aragón, las que por 
su entidad y significación pueden llamarse «libertades aragonesas» 
no tienen su arranque sino en la segunda mitad, casi en el último 
cuarto, del siglo XIII. Hasta entonces, la Reconquista no ha per­
mitido casi la introspección y la organización interna no ha estado 
a la altura de la actuación exterior, en la que se han registrado 
hechos tan importantes, como la infeudación a la Santa Sede en 
el siglo XI o la coordinación política con Cataluña en el siglo XII. 

Poco antes de alcanzarse la mitad de la decimotercera centuria, 
es cuando el reino consigue con Jaime I una colección legal terri­
torial, como es la conocida con el nombre de «Fueros de Aragón», 
aprobada en las cortes de Huesca de 1247, y con ello un ordena­
miento normativo que le fortalece como «nación». Como gran 
parte de las colecciones legales hispánicas, incluida la recopilación 
visigoda del «Liber iudiciorum», está pensada para resolver las 
cuestiones litigiosas entre los particulares, pero ya representa el 
posible objeto de una libertad, como es la del respeto al ordena­
miento instituido, independientemente de si es o no beneficioso 
para la comunidad que se lo ha otorgado. 

Como sucede con casi todas las colecciones legales, su conte­
nido interesa más a los grupos sociales que están en condiciones 
de realizar operaciones jurídicas de importancia, como donar, ven­
der, testar, prestar, compartir bienes en el matrimonio, etc., por 
lo que el papel de defensores de los fueros va a ser asumido 
en principio por los ricos hombres e infanzones aragoneses, y 
sólo después lo será por otros grupos sociales inferiores, como 
los hombres de ciudades y villas, en cuanto ellos puedan participar 
en la indicada vida jurídica. 

El año 1265 puede considerarse como el primer hito de las 
libertades aragonesas. La nobleza no tiene oportunidad de apro­
piación de nuevas tierras, sino en territorios ultramarinos, en tanto 
que es solicitada para realizar sacrificios económicos con destino 
a las guerras del rey en ayuda de su hija, Doña Violante de Castilla, 
y de su yerno Alfonso «El Sabio» Las consecuencias de esta si-
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tuación, que se deducirán en las cortes de Ejea del citado año, 
serán las primeras libertades aragonesas: 

a) El aseguramiento de la distribución de tierras entre los 
nobles. 

b) La exclusión de funcionarios fiscales judíos, que pondrían 
en peligro las haciendas señoriales en provecho del rey. 

c) La elevación de un juez ordinario real a la condición de 
juez intermedio entre el rey y los nobles, o entre los nobles 
entre sí. 

d) La adscripción de esta función a un grupo social, como 
el de los caballeros, que, perteneciendo a las clases nobiliarias 
por su inferior condición dentro de ellas no pudiera ponerlas en 
peligro con un desmedido poder. 

e) La resistencia al estanco de la sal. 

Estas libertades se amplían y alcanzan su mejor expresión 
en 1283, cuando Pedro III necesita de la ayuda de sus reinos para 
la defensa frente a Francia y la expansión por Sicilia. Los catalanes 
le imponen condiciones, y de entonces data el privilegio de la 
ciudad de Barcelona conocido como el «Recognoverunt proceres», 
en tanto los aragoneses concretan sus exigencias en el llamado 
«Privilegio general». El Privilegio general consolida las libertades 
de 1265 y, además, introduce: 

a) El concepto paccionado de la norma. 

b) La periodificación de las cortes o asambleas del reino. 

c) La exención de algunas imposiciones usadas en Cataluña. 

d) La concepción moderada del poder real. 

e) Un cierto número de garantías judiciales. 

En conjunto, estas libertades son, fundamentalmente, las liber­
tades de la nobleza, pero las ciudades y villas, sobre todo, algunas 
de ellas, comienzan a beneficiarse también. El monarca intenta 
hacer ver que se trata de una concesión, diciendo que se lo han 
pedido «humildemente», pero ni la propia cancillería puede disi­
mular la imposición, en cuanto las cláusulas del Privilegio apa­
recen como enumerando las cosas de que habían sido «despojados» 
los componentes del reino. 

La imposición sólo es posible en función de la fuerza, y la fuer­
za sólo es posible en función de la unión. Este nombre es el que 
toma la agrupación de ricos hombres, infanzones, caballeros, mes­
naderos, etc., del reino, a la que se unen algunas ciudades y villas, 
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en especial, la de Zaragoza. Juramentados para la consecución de 
sus objetivos frente al poder real, el fruto o la «Unión» por an­
tonomasia, deviene un órgano político, en cuanto es capaz de in­
fluir en las decisiones de naturaleza excepcional del poder público. 
Este órgano triunfa cuando no aparece institucionalizado, es decir, 
cuando no es permanente, regulado ni reconocido por el orden 
normativo, y no llegará a institucionalizarse, pues cuando lleve 
camino de pretenderlo, es cuando será derrotado y disuelto, lo 
que sucede a mediados del siglo siguiente. 

El triunfo más resonante de la Unión es el conseguido en 1287, 
frente a Alfonso III, llamado «el Franco». Inquieta la Unión por 
la suerte de las libertades o privilegios alcanzados, impone al 
monarca dos más, los conocidos, precisamente, como «Privilegios 
de la Unión», en los que el Privilegio general queda desbordado 
y consagrado el radicalismo, no tanto en el aspecto material, como 
en el aspecto adjetivo. En efecto, en uno de ellos el aspecto ma­
terial es el de limitar el poder real a no proceder contra los de 
la Unión, si no es por causa de muerte, lesión o prisión y sin que 
preceda sentencia del Justicia con el consejo o el consentimiento 
de la Corte o parte de ella, pero el aspecto adjetivo es el de que 
el rey entrega dieciséis castillos en rehenes, y los de la Unión se 
reservan el entregarlos a otro rey y elegir otro rey o señor si el 
anterior no cumple la cláusula indicada. Según el otro privilegio, 
el rey se compromete a juntar anualmente cortes en Zaragoza, 
eligiéndose y asignándose personas para que le aconsejen y le asis­
tan en los negocios de Aragón, Valencia y Ribagorza. 

Estas libertades quedan completadas con las relativas a la si­
tuación de los aragoneses en el reino de Valencia. No consiguen 
imponer su ordenación con carácter general tras la conquista, pero 
a través del Privilegio general rige para los que quieran adoptarlo, 
y en 1286 alcanzan teóricamente su primitiva aspiración, si bien 
Alfonso III no cumplirá su compromiso en este sentido. 

El siglo XIII, pues, no ha podido concluir con mayor éxito para 
las libertades aragonesas. Si esta centuria puede ser calificada 
de fundamental en la historia española, por no hablar de la his­
toria europea, en general, y basta recordar que señala el paso de 
la alta a la baja edad media, con más razón lo ha de ser en la 
historia aragonesa. Las libertades históricas aragonesas son las li­
bertades del siglo XIII. 
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5. LA MODERACIÓN DE LAS LIBERTADES ARAGONESAS EN EL SIGLO XIV 

La Unión ha llevado demasiado adelante sus pretensiones para 
que puedan ser cumplidas. Alfonso IV concede en 1300, facultades 
especiales jurisdiccionales a los señores que abandonen el fuero 
de Aragón para acogerse al de Valencia, con lo que el orden nor­
mativo aragonés queda relegado en el nuevo reino a un ordena­
miento excepcional. 

En el reino mismo de Aragón las libertades permanecen inal­
teradas en tanto no se pretenda el cumplimiento de los privilegios 
de la Unión. La participación decisiva del reino en la actividad 
normativa se confirma en 1301, y la periodicidad de las cortes o 
asambleas del reino en 1307, aunque de ser anuales pasen a Ma­
nuales por la preparación que exigían, y de reunirse exclusiva­
mente en Zaragoza pasen a poder hacerlo en cualquier ciudad, 
villa o villario, con el fin de fomentar el desarrollo de las diversas 
poblaciones, el cual era llevado consigo por la afluencia de gentes. 

Al expirar el primer cuarto del siglo XIV empieza a desarrollarse 
otra vez la inquietud por las libertades, que es calmada en prin­
cipio por una aclaración al Privilegio general, que realiza Jaime II 
en 1325. 

La inquietud crece, sin embargo, bajo el reinado de Pedro IV, 
quien en 1347 se ve obligado a jurar los Privilegios de la Unión. 
Esta medida extremada origina la fuerte reacción del poder real 
que, en guerra abierta, derrota a la Unión en la famosa batalla de 
Epila en 1348, y deroga sus Privilegios, pretendiendo, incluso, que 
desaparezca su memoria. Sin embargo, el siglo XIV no presencia 
sino una moderación de las libertades aragonesas, en cuanto el 
monarca se conforma con la anulación de los desorbitados privi­
legios de la Unión, en tanto confirma los restantes fueros y pri­
vilegios. La propia figura del Justicia no queda malparada en este 
siglo, y alguna de sus facultades queda reforzada en 1390. Debe 
tenerse presente que la elevación del Justicia a un juez intermedio 
ha constituido una reivindicación importante para la nobleza 
cuando ésta, legalmente, estaba sometida directamente al rey, 
pero que, posteriormente, casi ha devenido una reivindicación 
real, pues el Justicia nunca ha dejado de ser un oficial real, y 
su existencia ha privado de naturaleza legal al empleo de la fuerza 
por parte de la nobleza. La Unión ha dado origen al ensalzamiento 
del Justicia, pero el Justicia ha privado de razón de ser a la Unión. 
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6. LA ATRIBUCIÓN DE TITULARIDAD PRESCRIPTIVA A LAS LIBERTADES 

ARAGONESAS POR LOS JURISTAS DE LOS SIGLOS XIV Y XV 

Sin embargo, lo que a muchos siglos vista nos parece mode­
ración en la actuación del rey, no lo pareció en su tiempo a las 
fuerzas políticas aragonesas, especialmente, como consecuencia 
de que la anulación de los Privilegios de la Unión por parte de 
Pedro IV fue acompañada de la prohibición de su recuerdo. En­
tran en escena los juristas, buscando la argumentación que per­
mita en el futuro la salvación de las «libertades», y esa argumen­
tación la buscan en el pasado. 

El pasado se encuentra en las crónicas. En la primera crónica 
en lengua vernácula, que es el denominado «Cronicón Villarense» 
o «Liber Regum», de 1200 aproximadamente, tras muchas impre­
cisiones históricas, como la de situar a un «Aldebrando» como 
papa o «apostóligo» de Roma en el momento en que los godos 
cruzaron el río Danubio en el siglo IV, se da cuenta extensamente 
de la invasión musulmana en España y de la retirada de los cris­
tianos a las montañas que se extienden desde Asturias hasta So­
brarbe, siendo D. Pelayo el primer rey de Asturias. En Navarra, 
donde el temor del reino es muy fuerte ante su dependencia de 
dinastías extranjeras circula desde el siglo XIII una versión his­
toriográfica, en conexión con el Cronicón Villarense en cuanto 
coincide con él en la narración de la invasión musulmana y en la 
alusión al «apostóligo», aquí llamado «Aldebano», pero que con­
tiene elementos nuevos, de gran transcendencia, como son, entre 
otros: 

a) Más de trescientos caballeros que se refugian en las mon­
tañas de Ainsa y de Sobrarbe tienen disensiones sobre la distri­
bución del botín y para resolverlas envían embajadas a Roma, 
Lombardía y Francia. 

b) Como consecuencia de los consejos que les dan proceden 
a redactar leyes antes de elegir reyes. 

c) Eligen rey a Don Pelayo, del linaje de los godos. 

La versión navarra, obra, quizá, más de juristas que de his­
toriadores, se inserta por el particular que recopila los fueros de 
Tudela en el siglo XIII, el siglo de las libertades navarras como 
de las libertades aragonesas, aprovechando que, tanto en esa ver-
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sión, como en los propios fueros de Tudela, que arrancan del 
siglo XII, se alude a Sobrarbe. Los primitivos fueros de Sobrarbe, 
unos cuantos privilegios nobiliarios procedentes, probablemente, 
del siglo XI, son así «recordados» por el prólogo del Fuero de 
Tudela del siglo XIII, haciendo que éste mismo en su conjunto 
pueda identificarse con los primitivos fueros de Sobrarbe. En el 
siglo XIV esa misma versión se transporta de un Derecho local 
navarro, como es el de Tudela, al Derecho territorial, como es el 
Fuero General de Navarra, donde ya no se habla de que se trata 
de un «recuerdo», sino de los propios Fueros de Sobrarbe. 

Uno de los lugartenientes del Justicia en la segunda mitad del 
siglo XIV, Martín Sagarra, probablemente de origen catalán, está 
interesado en exaltar la figura de la magistratura a quien sirve. 
Como jurista sabe que las instituciones se fortalecen por el trans­
curso del tiempo, que hasta en el Derecho privado la posesión por 
largo tiempo confiere la propiedad y que hasta en el orden nor­
mativo la costumbre inmemorial puede derogar el fuero. Debe 
conocer las versiones historiográficas existentes, pero no puede 
citar las navarras, que son extranjeras, y las aragonesas no le 
satisfacen plenamente, pues son el citado «Cronicón Villarense», 
al que hay que añadir la entonces reciente «Crónica de los Reyes 
de Aragón» más conocida como «Crónica de San Juan de la Peña», 
la cual, como realizada por encargo, precisamente, del monarca 
que ha derogado los Privilegios de la Unión, no recoge la especie 
de que tras la invasión de los musulmanes, los cristianos que 
pudieron evadirse se desparramaron por las montañas de Sobrar­
be, Ribagorza, Aragón, Bieroça, Arcide, Orduña, Vizcaya, Alava y 
Asturias, así como que alrededor de trescientos se acogieron en 
tierra de Aragón, en un monte llamado Uruel, cerca de la ciudad 
de Jaca, y después se situaron en una tierra llamada «Panon», 
que hoy es San Juan de la Peña, comenzando a construir grandes 
fortalezas, castillos y muros. 

Martín Sagarra procede, entonces, a conferir antigüedad a la 
figura del Justicia por vía de ambigüedad, al tratar de las obser­
vancias y prácticas del reino de Aragón, y, dentro de ellas, del 
capítulo referente al origen de las libertades. Sagarra, cuya obra 
conocemos directamente, debió decir que «según fueros antiguos», 
los aragoneses juraron y crearon rey con la condición de que éste 
designara de entre ellos uno que sirviera de juez entre él y sus 
vasallos, y de que se obligara a conservar perpetuamente sus fue­
ros, de forma que de no hacerlo así podrían privarle del reino 
y nombrar otro, incluso pagano. Según Sagarra, este privilegio, 
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que era el privilegio de la Unión, había sido renunciado en 1348, 
siendo sustituido por la inhibición de firma de derecho y la mani­
festación, que son dos facultades del Justicia, de las que se hablará 
más adelante. 

La opinión de Sagarra es mantenida y transmitida un siglo 
después entre 1450 y 1458, por otro aragonés de origen catalán, 
que es Antich de Bages, secretario de Alfonso V, y glosador de 
las «Observancias» publicadas por Martín Díez de Aux en 1437. 

Por otra parte, este último jurista, Justicia de Aragón, ha in­
sertado al final de su obra una carta que le fue dirigida en 1436 
por un antecesor suyo en el cargo, Juan Jiménez de Cerdán, sobre 
la antigüedad del mismo. Jiménez de Cerdán parece apoyarse algo 
más que Sagarra y Bages en la versión historiográfica navarra 
e, incluso, sitúa la acción, como aquélla, en las montañas de So­
brarbe, sin mencionar, por otra parte, las de Ainsa, pero, como 
aquéllos, no está interesado en fundamentar un orden normativo 
sino la institución del Justicia, por lo que los montañeses, que 
en los escritores aragoneses no envían embajadas a ninguna parte, 
lo que acuerdan es la designación del juez intermedio, siguiendo 
un ejemplo suministrado por Valerio Máximo en la antigüedad. 

7. LA ADICIÓN DE HISTORICISMO POR EL PRE-HUMANISMO CUATROCENTISTA 

La actuación de los juristas, consecuente con su función, ha 
sido la de atribuir antigüedad ilimitada por la vía de la ambi­
güedad histórica a los privilegios aragoneses, tanto a los abolidos, 
entre los que se encuentran los de la Unión, como a los subsis­
tentes, entre los que el más importante es el de la institución del 
Justicia como juez intermedio, y sus actuaciones en la «iurisfirma» 
y la manifestación. 

Por su parte, el pre-humanismo cuatrocentista procede a la 
adición de historicismo, es decir, a la aportación de hechos con­
cretos, independientemente de que sean ciertos o no. 

En lugar destacado se encuentra el famoso y desventurado 
Príncipe de Viana, quien lleva al campo de la historia antigua de 
aragoneses y navarros la fusión que corresponde a su época, en 
cuanto él es heredero de Aragón por su padre, y de Navarra por 
su madre. 

Con arreglo al Príncipe de Viana, los que se reúnen en las 
montañas no son los cristianos en abstracto, sino concretamente 
los aragoneses y los navarros, y a quien deciden consultar es al 
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Papa Adriano. El lugar de reunión es Sobrarbe, sin mencionar 
Ainsa, con lo que se muestra inspirador de Jiménez de Cerdán, 
y el rey elegido, ya no es Don Pelayo, sino Iñigo Arista, en lo 
que se muestra antecesor de Antich de Bages, y para lo que ha 
recurrido a Jiménez de Rada, en lugar de hacerlo a la Crónica 
Pinatense. 

Junto al Príncipe de Viana se encuentran el catalán mosén 
Pedro Tomic y el cronista de los RR. CC. y monje de Sta. Fe, Fr. 
Gauberto Fabricio de Vagad, cuyas obras se publican a finales 
del siglo XV, en las que se acentúa el origen de las libertades en 
Sobrarbe, y en las que, al menos, en el segundo, se observa una 
notable adaptación a las ideas y fines de Sagarra, Bages y Jiménez 
de Cerdán. 

8. LA CULMINACIÓN DEL HISTORICISMO Y LA SISTEMÁTICA 

EN EL MOVIMIENTO RECOPILADOR DEL SIGLO XVI 

La culminación del historicismo se produce bajo el signo del 
movimiento recopilador en el siglo XVI, en el que, como anterior­
mente, trabajan juristas e historiadores. 

Entre los juristas y por su categoría intelectual, destaca Miguel 
del Molino, quien en su famoso «Repertorio» dedica una especial 
atención al vocablo «Libertades», que es uno de los de amplia 
extensión en el libro. Molino nos ofrece una relación de libertades 
específicas muy detallada, si bien lo hace sin sistematizar ni 
extraer unos principios. Históricamente sigue, como es natural, 
los pasos de los juristas, de forma que no acude a buscar sus datos 
en los cronistas, sino en Antich de Bages o en Jiménez de Cerdán. 

Sin embargo, no ha sido sólo Molino el jurista influyente del 
siglo XVI en este sentido, al que seguirán eso sí sus continuadores, 
como Portolés, sino los juristas prácticos, tales como Diego de 
Morlanes y Pedro Luis Martínez. Estos intervienen en un pleito 
político que llena gran parte del siglo XVI, y que es el conocido 
como el del «Virrey extranjero», en el que el reino de Aragón lucha 
porque el nombramiento de dicho cargo haya de recaer en un 
regnícola, lo que no sucede en los restantes virreinatos. Las ale­
gaciones han sido importantes, y, como es natural, se han basado 
en la historicidad de las libertades aragonesas. También la comi­
sión de veintiuna personas a la que se encomienda la sustitución 
de la edición cronológica de los fueros por la edición sistemática, 
insertan un prólogo en la recopilación que se publica en 1552, 
que está inspirado en la versión común de los juristas, con refe-
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rencias a los fueros de Sobrarbe, aunque sin una mención espe­
cífica a la creación del Justicia, en cuanto que a la recopilación 
lo que le interesa es el orden normativo. 

En el campo historiográfico, un valenciano, Pedro Beuter, in­
troduce la versión del Príncipe de Viana sobre la fundación de 
Navarra en cuanto a Aragón, si bien prefiere hablar de «Fueros 
de Aragón», donde los demás hablan de «Fueros de Sobrarbe». 

Muy cauto y prudente el más prestigioso de los historiadores 
aragoneses, Jerónimo Zurita, que, incluso, se muestra menos en­
tusiasta del mito de Sobrarbe a medida que avanza en su carrera 
historiográfica. La gran culminación del historicismo aragonés 
en cuanto a sus libertades lo constituye el sucesor como 
cronista de Aragón, es decir, Jerónimo de Blancas. A diferencia de 
Zurita, Blancas no es un historiador puro, sino un ideólogo. His­
toria los Justicias, y hasta los legisladores aragoneses, pero sólo 
al servicio de un verdadero tratado apasionado sobre la institución 
del Justicia, en cuanto éste simboliza las libertades aragonesas. 
Por todo ello, recibe la adhesión de aragonesistas, como Antonio 
Agustín, y suscita la desconfianza del Consejo de Aragón, que trata 
de impedir su obra, o de Felipe II, que trata de corregirla. Blancas 
no publica todo lo que escribe, pero es suficiente lo que llega a 
imprimirse, pues por encima, incluso, de juristas como Molino, 
ofrece la única visión total y sistemática que poseemos de los 
falsos fueros de Sobrarbe y de las supuestas libertades aragonesas. 
Falsos o no en su origen, constituyen todo un programa político, 
tanto para su época como para cualquier otra en la que pueda 
haber interés por resucitar un pasado. 

9. LA EXPANSIÓN EUROPEA DEL LIBERALISMO ARAGONÉS 

Por oposición al autoritarismo castellano, la Corona de Aragón, 
y, especialmente, dentro de ella, el reino de Aragón, aparece a los 
ojos de Europa en el siglo XVI como un ejemplo de liberalismo, 
entendiendo que este liberalismo es de tipo estamental y que, por 
consiguiente, no puede ser asimilado al liberalismo constitucional 
que posteriormente conocerá Europa, y España dentro de ella, 
en los siglos XIX y XX 

El indicado liberalismo aparece simbolizado en un juramento 
que el reino obliga a prestar al rey en el momento de su corona­
ción, en el de la apertura de las cortes o en ambas a la vez, en el 
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que los componentes del reino declaran que valen tanto como 
el rey y juntos más que él, por lo que le eligen rey para que 
mantenga sus fueros y libertades. Este juramento no aparece en 
la documentación oficial, pero la mitificación de los fueros de 
Sobrarbe y de la creación del Justicia, junto con la conciencia 
cierta de que en un determinado momento la Unión aragonesa 
ha impuesto sus condiciones más duras al rey, permiten que sea 
admitido por la opinión pública del siglo XVI. Un embajador ve­
neciano, Juan Soranzo, informa acerca de él a su gobierno; el 
monarcómano y hugonote francés Francisco Hotman, o el también 
calvinista Teodoro Beza, dan también su versión, aunque con no­
table desconocimiento de la historia aragonesa, y el famoso exi­
liado aragonés, Antonio Pérez lo afirma también, y aún le radi­
caliza al agregarle el último y más rotundo aditamento: «y si 
no, no». Por su parte, Jerónimo de Blancas lo ha recogido también 
con mayor conocimiento de la historia aragonesa, aunque ha tenido 
que prescindir de él al dar su obra a la imprenta, ante la oposición 
del Rey y del Consejo de Aragón. 

10. EL INICIO DE LA DECADENCIA DE LAS LIBERTADES ARAGONESAS 

EN EL SIGLO XVI 

No podrá parecer paradójico que el inicio de la decadencia 
de las libertades aragonesas coincida con la culminación de su 
ensalzamiento ideológico, precisamente porque éste se produce 
como consecuencia de la citada decadencia. 

La leyenda historiográfica navarra se ha iniciado en el siglo XIII 
y consumado en el siglo XIV, en cuanto que en estos siglos el reino 
ha creído peligrar ante las dinastías extranjeras. El esfuerzo por 
estructurar las libertades aragonesas se ha iniciado también en 
las mismas centurias, porque es cuando se han creído igualmente 
en peligro ante monarcas con otros territorios que gobernar y, es­
pecialmente, cuando han creído en su derrumbamiento con Pe­
dro IV, aunque este derrumbamiento no nos lo parezca a los ojos 
de hoy. En el siglo XVI, el peligro para las libertades aragonesas 
es mayor que nunca, en cuanto que la Corona de Aragón ha pasado 
a formar parte de un complejo, en el que el otro término va a ser, 
precisamente, de signo autoritario. 

Sean cuales sean las causas, es un hecho indudable el signo 
expansionista de Castilla en la época de los Austrias, así como la 
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posición puramente defensiva de la Corona de Aragón y de Na­
varra, quizá, con mayor adaptación por parte de ésta última. El 
pleito del «virrey extranjero» es una muestra más de la suscep­
tibilidad aragonesa ante la realidad de los lugartenientes reales 
pertenecientes a la nobleza castellana. 

Los Austrias, y dentro de ellos, Felipe II, se han mostrado res­
petuosos externamente con la realidad general de la Corona de 
Aragón, aunque internamente no han experimentado ninguna sim­
patía hacia ella y, aun insensiblemente, han hecho todo lo posible 
por limitarla progresivamente. El reino de Aragón, por otra parte, 
no ha tenido suerte en el siglo XVI, al producirse en él un inci­
dente que demuestra, como dentro del conjunto de causas deter­
minantes de los acontecimientos históricos hay un sitio, aunque 
pequeño, para el azar o para lo que suele denominarse los «im­
ponderables». En este caso, se trata de un secretario del rey, 
Antonio Pérez, que, tras un turbio asunto huye de las iras de su 
señor y se refugia en el país de donde es natural, para conseguir 
su impunidad. Sus dotes de persuasión y su habilidad para apro­
vechar el clima de tensión existente en Aragón contra las intro­
misiones del rey, determinan que el reino adopte una actitud que 
choca violentamente con los intereses reales, fuertemente afecta­
dos por la situación. El desenlace es conocido en lo anecdótico, 
pues la decapitación de un magistrado tan alto como el Justicia 
D. Juan de Lanuza en 1591 impresionará vivamente la mente de 
los contemporáneos y de las generaciones venideras. 

En el orden institucional, las consecuencias son menos cono­
cidas. Aparte de haberse demostrado que el Justicia aragonés es 
esencialmente vulnerable frente al Rey, a partir de 1592 la ma­
gistratura, que antes había sido vitalicia e irrenunciable, se con­
vierte en revocable a voluntad del rey, y el nombramiento se 
provee por el tiempo que fuese del real servicio y durante su 
beneplácito, mera y libre voluntad, no obstante los fueros con­
trarios. En 1594, y como ironía del destino, con el nombre de 
«Unión y Concordia general del Reino» se conoce una ley de orden 
público para la persecución de los secuaces de Antonio Pérez. Todo 
esto parece dar la razón a los que, como Juan López Galván, 
califican desde antiguo de «papelotes viejos» a los fueros de So­
brarbe. 

En el siglo XVII el aragonesismo, maltrecho tras los sucesos 
de Antonio Pérez, aparece representado en 1620 por Juan Briz 
Martínez, abad y entusiasta historiador del Monasterio de San 
Juan de la Peña, pero también sufre ataques, como por parte del 
Padre Moret, el historiador de Navarra, o del famoso Mariana. El 
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aragonesismo, como los ya entonces «localismos» de la Corona 
de Aragón, permanece tenaz y aprovecha todas las ocasiones que 
se le presentan para resurgir, como sucede con el momento de 
la mayoría de edad de Carlos II en 1676. Fray Tris, obispo de Al­
barracín, junto con otros siete diputados, dos por cada uno de 
los brazos, protestan sobre la necesidad de previo juramento del 
rey. El Discurso alega a los antiguos, como Jiménez Cerdán, Por­
tolés, Zurita, Blancas, Diego Morlanes, Pedro Luis Martínez, in­
cluso, extranjeros, como Hotman; a los más inmediatos, como 
Sessé, Ramírez, el regente Villar, o el consejero Luis Ejea y Ta­
layero, e, incluso, hasta el prólogo de la compilación foral navarra 
de 1612 que no es otra, precisamente, que la que desde hace siglos 
ha ido sensibilizando el pensamiento aragonés. 

11. LA CULMINACIÓN DE LA DECADENCIA EN EL SIGLO XVIII 

La desdichada alineación de Aragón en el bando del Archiduque 
Carlos, dentro de la famosa Guerra de Sucesión de principios del 
siglo XVIII, conduce a la culminación de la decadencia de las liber­
tades aragonesas. Un Decreto de 1707 suprime los sistemas nor­
mativos de Aragón y de Valencia y extiende a dichos reinos las 
leyes de Castilla. Cuatro años más tarde, otro Decreto autoriza 
que la Sala de lo civil de la Audiencia juzgue los pleitos conforme 
a las leyes municipales del reino, pero reestructura esa Audiencia, 
y con ello el gobierno general, de forma que el reino de Aragón 
pierde su condición de forma independiente, aunque integrada den­
tro de un complejo político superior, para descender a ser una 
región de España, concebida ésta como Estado unitario absoluto. 

El aragonesismo no desaparece tampoco en esta época. Fray 
Domingo de la Ripa, por ejemplo, que publica en 1772 su Dis­
curso sobre los cuatro procesos forales básicos, impugna al Padre 
Moret, basándose en las fuentes que han devenido clásicas: Blan­
cas, Briz Martínez, Morlanes, Gauberto, Jiménez de Cerdán. Con 
ello, se mantiene el fuego sagrado, en espera de que soplen vientos 
más favorables para las libertades aragonesas que los procedentes 
del absolutismo ultramontano. 
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12. LA RESURRECCIÓN DE LAS LIBERTADES 

CON EL MOVIMIENTO REGIONALISTA AL AMPARO DEL LIBERALISMO 

Los vientos más favorables soplan con el liberalismo en cuanto 
que éste por principio defiende la libertad, y más a medida que 
éste va abandonando su primitiva impronta centralista o napo­
leónica para experimentar simpatía hacia los movimientos regio­
nalistas. 

En realidad, el primitivo liberalismo se contempla ante todo en 
el espejo de las libertades castellanas, en tanto no experimenta 
gran atracción por las libertades aragonesas o catalanas, que pue­
den tentar contra la uniformidad y generalidad que entonces pa­
recen requisitos necesarios para la auténtica libertad. Respondien­
do, quizá, a este clima algunas libertades aragonesas experimentan 
en el campo ideológico un duro golpe con un aragonés como 
Javier de Quinto que, ocupándose al ingresar en la Real Academia 
de la Historia en 1848 del juramento político de los reyes de 
Aragón, no encuentra la primera mención sino en un francés del 
siglo XVI y hereje, además, es decir, en el hugonote Francisco 
Hotman. 

La verdadera resurrección ideológica de las libertades arago­
nesas se centra en la revolución de septiembre de 1868 y, por tanto, 
dura hasta los primeros años de la Restauración. Después se apaga 
y únicamente surge esporádicamente a través de los «foralistas», 
es decir, los conocedores del Derecho privado contenido en los 
fueros, para los que la libertad aragonesa más apetecible es la 
conservación de aquél. En nuestros tiempos, desprovisto el pro­
blema de su carga política, la tendencia es preferentemente eru­
dita, y sólo muy actualmente hay algunos signos de que parte, al 
menos, de esa carga política, pueda volver a instalarse en el pro­
blema. 

Las posturas han sido muy variadas, y sin que siempre sean 
fácilmente explicables, o, al menos, sin que sean reducibles a un 
esquema cerradamente lógico. De un lado se encuentra el regiona­
lismo romántico, gran exaltador de las libertades históricas. Den­
tro de él la figura más característica es la de un catalán, Víctor 
Balaguer, que, acríticamente, lucha por las libertades aragonesas 
en el campo político, como en el Parlamento, y en el campo cien­
tífico, como en la Real Academia de la Historia. No es rara la 
intervención catalana como inspiradora de movimientos indepen­
distas fuera de su propio país, y no debe dejarse de recordar que 
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Martín Sagarra y Antich de Bages, dos de los grandes forjadores 
de la tradición aragonesa, han sido catalanes, al menos, el segundo. 
Como partidario y catalán, pero de tono muy distinto por su es­
píritu centralista, hay que destacar a Bienvenido Oliver. También 
intervienen en sentido favorable a las libertades otros regionalistas 
que no son aragoneses ni catalanes, como el navarro Serafín Olave, 
o el valenciano Pérez Pujol. 

Naturalmente, los propios aragoneses se encuentran presentes 
también en este bando, como ocurre con Manuel Lasala, que 
interviene junto con Balaguer en las cortes, y al que se debe el 
feliz hallazgo del manuscrito de Blancas que no llegó a entregar 
a la imprenta, o también el famoso Joaquín Costa. Al grupo de 
los foralistas pertenece Gil Bergés, autor de un proyecto de apén­
dice foral, y que en 1907 prologa la edición de los fueros, obser­
vancias y actos de cortes, con una reseña geográfica e histórica 
del reino de Aragón, del catedrático de Instituto y abogado, Luis 
Parra y Cristóbal, y también el canonista Nicolás S. de Otto, que 
escribe en 1915. Tampoco falta algún representante de la España 
no foral, como Cánovas del Castillo, que critica la obra de Quinto, 
o Rafael Altamira, que en 1918 busca paralelismos de las libertades 
españolas con las europeas. 

Sin embargo, no todos los aragoneses han seguido el camino 
de ensalzar incondicionalmente las libertades históricas, como es 
el caso de Tomás Ximénez de Embún en 1878, o de Vicente de la 
Fuente en 1880. Los conocidos Savall y Penén ensalzan en 1866 
la figura de Pedro IV. Se sitúan así en la línea de los que ponen 
reparos, en los que destacan hombres procedentes, tanto de la 
España no foral, y es el caso de Salustiano Olózaga y de Emilio 
Castelar, como de regiones alguna vez forales, y es el caso del 
valenciano Manuel Danvila y Collado en 1881. 

No deja de haber posturas sorprendentes, como es el caso del 
autor de la mayor obra sobre el tema, y que es el registrador de 
la propiedad Carlos López de Haro, el cual en 1926 despliega la 
rara habilidad de combinar el ensalzamiento de la constitución 
aragonesa con los elogios al Directorio militar. 

En nuestros días, salvo casos aislados, como el del Barón de 
Benasque, como se ha dicho, prima el carácter puramente erudito, 
presente en nombres desaparecidos, como Giménez Soler, Ramos 
Loscertales y Minguijón, o presentes como Lacarra, Marongiù y 
Giesey. Es de desear que a ellos se unan pronto otros que en el 
momento trabajan en temas conexos, como Luis González Antón, 
autor de una tesis doctoral sobre la Unión, y Francisco Alabart, 
que dedica su atención a la figura de Antich de Bages. 
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II 

ENSAYO DE SISTEMATIZACION 

13. LA CONVENIENCIA DE REALIZAR ENSAYOS DE SISTEMATIZACIÓN 

A efectos de comprensión y de valoración de las libertades ara­
gonesas históricas se imponen los ensayos de sistematización. Un 
criterio a emplear puede ser el teleológico, y en este sentido ca­
bría hablar de estamentalismo, catalanofobia, regionalismo o des­
centralización, etc., pero es muy subjetivo y de escaso valor prác­
tico. Con arreglo a un criterio histórico muy interesante cabría 
distinguir entre libertades ciertas en el «an» y en el «quando», 
como la de la exención del boalaje; ciertas en el «an», pero dis­
cutibles en el «quando», como la del concepto paccionado de la 
norma, y libertades inciertas, incluso, en el «an», como la de la 
revocabilidad del rey por incumplimiento de éste en sus obliga­
ciones. 

El criterio que se va a adoptar aquí es el que podría llamarse 
«dogmático», «jurídico» o «real», con arreglo al cual cabe dis­
tinguir: 

a) Garantías estamentales o de naturaleza nobiliaria. 

b) Garantías individuales, entre las que cabe subdistinguir las 
de naturaleza judicial y las de naturaleza fiscal. 

c) Las garantías nacionales, entre las que se puede subdis­
tinguir las de naturaleza normativa, naturaleza administrativa y 
naturaleza política. 

Naturalmente, se entiende que se reúnen todas las libertades 
que han aparecido a través del tiempo, aun cuando esta reunión 
históricamente, quizá, no se ha producido en ningún momento. 
Como ya se ha dicho, los que han conseguido dar una visión más 
amplia de conjunto han sido el jurista Miguel del Molino y el 
historiador Jerónimo de Blancas. 
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14. LAS GARANTÍAS ESTAMENTALES O DE NATURALEZA NOBILIARIA 

Son garantías concedidas en función de la pertenencia a un 
estamento y porque se reconoce como estamental la organización 
del Reino. Directamente, sólo recae en un estamento, que es el 
superior o nobiliario, y pueden colocarse en primer lugar porque 
históricamente pueden haber sido las primeras. El origen de las 
libertades aragonesas lo constituye las reivindicaciones de los no­
bles frente al rey, por lo que ha podido hablarse de una «repú­
blica aristocrática», y pueden denominarse «privilegios». Estos pri­
vilegios son de naturaleza económico-militar y penal. 

Durante la reconquista, los monarcas han distribuido gran 
parte del territorio entre sus compañeros de armas, llamándose 
«honores» o «tenencias» a las tierras distribuidas y «ricos hom­
bres» a los que en virtud de esa distribución se han enriquecido. 
Estos a su vez, han seguido acompañando al Rey como «mesna­
deros» para la obtención de nuevas «honores» y las han utilizado 
en sostener la caballería precisa, en tanto nuevos «mesnaderos» 
han aspirado a enriquecerse a su vez. La «libertad» ha surgido 
cuando no ha habido nuevas tierras que convertir en «honores», 
y se ha concretado entre las cortes de Ejea de 1265 y el Privilegio 
General en la siguiente forma: 

a) Su reserva a los ricos hombres aragoneses, con exclusión 
de toda competencia por parte de los posibles mesnaderos extran­
jeros. 

b) Limitación de la obligación de servir al Rey por lo tenido 
en honor, ante la perspectiva de que iban a ser difíciles otras 
nuevas. 

c) No estar obligado a servir en ultramar, eludiendo así el 
que la adquisición de nuevas honores hubiera de conseguirse a 
base de comprometerse en las aventuras reales. 

d) Mantenimiento, al menos, de las actuales honores, sobre 
la base de que el Rey no pudiera retirarlas sin causa justificada, 
y previa decisión del Justicia con el consejo de ricos hombres, 
mesnaderos y hombres de las villas y ciudades. 

e) La posibilidad de adquisición de tierras de realengo, adqui­
riendo aquellas la condición de infanzonado. 

f) El mantenimiento de la distribución de las honores entre 
los caballeros, garantía esta última de los aspirantes al enrique­
cimiento. 
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Todo esto se imputará después a los fueros de Sobrarbe. Si 
con ello se entiende sólo que el sistema de distribución en «hono­
res» era antiguo, no mentían sino a medias. La mentira o el error 
estaba en que la «libertad» era mucho más moderna que el sistema 
que garantizaba, pues como tal «libertad» no nació sino cuando 
el sistema estuvo en peligro, como la tasa de los artículos sólo 
se fija cuando éstos escasean. En favor del tan vituperado Blancas 
hay que destacar como, al igual que respecto a otros privilegios, 
«democratiza» éste, extendiendo a todo el reino, lo que en prin­
cipio sólo benefició a un estamento. 

Otros varios privilegios estamentales existen que, señalada­
mente, han recogido las Observancias, aunque no parecen reivin­
dicarse como «libertades», salvo la de que los caballeros están 
exentos de penas corporales. Aún ésta, recogida por Molino, se­
guramente a causa de su condición de jurista, no lo es por Blancas. 

No es preciso insistir mucho en la valoración negativa de estas 
garantías, que llevan anexas el derecho de maltratar a los vasallos 
y privarles de los bienes sin apelación al Rey, consagrado en el 
Privilegio General, complementado en 1436 y 1461 y defendido aún 
por algún jurista en el siglo XVII. 

15. LAS GARANTÍAS INDIVIDUALES DE NATURALEZA JUDICIAL 

Son garantías concedidas al individuo frente al ejercicio del 
poder judicial en un momento en el que se está lejos de la división 
de poderes liberal, y en el que, por tanto, corresponde al mismo 
poder ejecutivo, es decir, al Rey, personalmente, o a través de sus 
representantes personales y oficiales; a los señores o barones, y 
a los órganos municipales, todos ellos en sus respectivos casos. 

En primer lugar, destaca la resistencia al proceso por vía de 
«inquisición» o «pesquisa», es decir, al «principio inquisitivo», con 
la consiguiente afiliación al «principio acusatorio». No es la auto­
ridad la que puede acusar o perseguir por su propia iniciativa, sino 
que se precisa siempre que haya un perjudicado que lo pida. Téc­
nicamente, significa oposición al derecho común, a través de su 
componente canónico, y políticamente, representa limitación al 
poder real. En principio es un privilegio estamental, es decir, nace 
así en las cortes de Ejea de 1265, pero se democratiza en el Pri­
vilegio General. 
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Consecuentemente con este principio se excluye la utilización 
del tormento como medio de prueba al aclararse el Privilegio ge­
neral en 1325, con alguna excepción, como el supuesto del delito 
de falsificación de moneda, y dentro de lo que es curioso señalar 
que Molino cita la actitud de San Pablo, alegando su condición 
de ciudadano romano para no ser torturado. 

Las garantías individuales judiciales tienden a que el individuo 
sea sometido al procedimiento ordinario, es decir, aquél en el que 
se agotan todos los medios de conocimiento para la decisión ju­
dicial, evitando la sumisión a procedimientos sumarios, en los que, 
no ya la rapidez, sino la precipitación, puede conducir en gran parte 
de casos a decisiones injustas. Esto, realmente, no se elabora bien 
hasta 1436, y se complementa desde 1442, especialmente con la 
prohibición de que ningún detenido pueda ser extraído del Reino. 
El procedimiento, incluso el criminal, ha de ser público, de día 
y no en lugar recóndito, evitándose el llamado proceso «de cam­
bra» o «cámara». Desde el siglo XIV al XVI se insiste también en 
que los detenidos sólo puedan serlo en las prisiones comunes de 
las ciudades, villas o lugares, sin ser conducidos a la Aljafería, 
castillos, torres, prisiones privadas, etc. 

Con ser tan importantes todas estas libertades, pasan al primer 
plano dos garantías que reciben el nombre de «iurisfirma» o «fir­
ma de derecho» y «manifestación», como puede verse más en 
Blancas que en Molinos, dada la politización de aquél. La «firma 
de derecho» es un mandato al juez que entiende en una causa 
para que se abstenga de inquietar indebidamente en la persona, 
derechos o cosas del que está juzgando, cuando éste se responsa­
biliza debidamente. En el proceso de «manifestación» es la per­
sona del detenido la que se sustrae a todo posible abuso judicial, 
transportándola a una cárcel especial fuera del alcance del juez. 
En ninguno de los dos casos se sustrae el conocimiento de la 
causa al juez competente, sino que lo que se trata de evitar es 
que cometa abusos durante la tramitación. 

Ninguno de los dos procedimientos es exclusivo de Aragón, 
pues «firma de derecho» aparece con ese o nombre parecido en 
otros sitios, incluso, en el derecho local aragonés o jacetano, con 
el nombre de «fidancia de directo», y la «manifestación» es si­
milar a la conocida como «capleuta». En ambos casos, sin em­
bargo, existe una particularidad, y es la de reservarlas a una juris­
dicción aparte y, además, «sui generis», como es la del Justicia. 
Históricamente, aunque la «firma de derecho» ya aparezca citada 
en el Privilegio General y su Declaración posterior, no alcanzan 
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una mínima madurez sino desde 1398, precisamente, después de 
que Pedro IV haya derogado los privilegios de la Unión, pero sin 
debilitar al Justicia. Empiezan a decaer con la decadencia del 
Justicia a finales del siglo XVI y le superviven, pero carentes de 
significación política, cuando pasan a ser un procedimiento más 
de la Real Audiencia. 

Estas garantías individuales judiciales han sido mitificadas y 
desmitificadas. En realidad, han sido aprobadas en sus principios 
y atacadas en sus abusos o en su aptitud para ser objeto de abuso. 
En sus principios no puede menos que asombrar la exclusión del 
tormento como medio de prueba en una época en la que sólo 
suele ser objeto de privilegio nobiliario, y cuya práctica por todos 
los tribunales, y, en especial los de la Iglesia en su lucha contra 
la herejía, despiertan el horror de los hombres a partir del si­
glo XVIII. La «firma de derecho» y la «manifestación» son garantías 
de que el resultado del proceso no va a ser mediatizado por la 
situación desventajosa del reo durante el mismo y, como se ha 
reconocido, la «manifestación» tiene una gran ventaja sobre la 
«capleuta», y es la de su democratización, pues en la segunda el 
reo tiene que encontrar un fiador, que será el que permitirá de­
positarle en lugar de custodia especial, lo que es muy difícil, en 
especial, para las personas menesterosas, mientras que en la «ma­
nifestación» todos encuentran fiador en el Justicia. 

En el terreno de los abusos hay que tener presente que la 
exclusión del principio inquisitivo ha perseguido limitar el poder 
del Rey, por temer que éste lo utilizara en su propio provecho, 
pero ha tenido que favorecer la impunidad de muchos delitos, en 
especial los cometidos por el estamento nobiliario, pues es muy 
comprometido para el débil el papel de acusador. La «firma de 
derecho» y la «manifestación» han tenido que entorpecer la mar­
cha de los procesos, sobre todo en cuanto han podido ser utili­
zados como medida ordinaria. Han evitado una excesiva concen­
tración de poder en una magistratura como la real, pero la han 
acumulado en otra, como la del Justicia. Se sabe que al no haber 
cárceles especiales para «manifestados» se les ha depositado en 
las casas particulares de personas de igual condición, lo que ha 
significado tanto como poner en libertad a los pertenecientes a 
estamentos superiores. 
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16. LAS GARANTÍAS INDIVIDUALES DE NATURALEZA FISCAL 

Las garantías de naturaleza fiscal surgen igualmente cuando 
el final de la reconquista específicamente aragonesa y la escasa 
productividad de la reconquista valenciana para los nobles ara­
goneses coloca a éstos en una situación financiera muy difícil. Se 
encaminan, fundamentalmente, en primer lugar a los tributos sobre 
la ganadería y el estanco de la sal. Los primeros, con el nombre 
de «boalar» o «herbaje» son rechazados en 1265, y con el de 
«quinta» en 1283, frente a los catalanes que aceptaron el «bo­
vatge» para obtener otras libertades. El estanco o monopolio de 
la sal, conseguido en territorios como Castilla, es intentado por 
Jaime I a través de una vasta operación de compra, que más 
propiamente debió ser una expropiación. En 1265, los infanzones 
consiguen para sí que no se establezca el monopolio, y en 1283 
llega hasta conseguirse la recuperación de las salinas casi expro­
piadas, aunque en 1325 hay signos evidentes de que el estanca­
miento real de la sal ha hecho progresos. 

Independientemente, preocupa la alteración de la moneda, que 
el reino trata de controlar, especialmente a partir de 1372, y la 
fijación de su valor, especialmente, en el siglo XV. A partir de la 
misma fecha de 1372 se evita la imposición general de nuevos 
peajes o de sisas. Todo ello desemboca en la consideración general 
de que no se puede gravar al reino con nuevas imposiciones sin 
su consentimiento. En el siglo XVI, desaparecida ya la importan­
cia de los boalajes y del estanco de la sal sigue preocupando el 
que los aragoneses no están obligados a acoger a los comensales 
o curiales del rey, derecho que, con el nombre de «cenas» o si­
milares todavía pesará en mucho territorios durante la edad mo­
derna y será causa de disturbios. 

Como libertad abstracta y en la forma recogida por Blancas, 
merece juicio favorable la de exigir el consentimiento del 
Reino para la imposición de nuevos tributos. Concretamente, 
y aún en la época de Blancas, no lo merece, en cuanto en virtud 
de las exenciones nobiliarias, la sustracción de impuestos al Rey 
no ha beneficiado sino a los nobles. Como garantía fiscal debe 
incluirse la prohibición de bailes judíos, que aparece en el Pri­
vilegio General. Los judíos han debido recuperar o garantizar 
la recuperación de sus préstamos a los Reyes a través del ejer-
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cicio de la función bailiar, es decir, de la recaudación de im­
puestos reales, de lo que puede deducirse una rigurosidad jus­
tamente temida por el estamento nobiliario. Esta «libertad» 
desaparece por falta de objeto con la expulsión de los judíos. 

17. LAS GARANTÍAS NACIONALES DE NATURALEZA NORMATIVA 

Una de las libertades más brillantes la constituye la del con­
cepto paccionado de norma. La «ley», que en Aragón, antiroma­
nísticamente, ostenta el nombre de «fuero», es fruto de la acti­
vidad conjunta del rey y el reino, distribuido éste en estamentos, 
y reunidos todos ellos en cortes. Este concepto nace en el si­
glo XIII porque anteriormente ni siquiera ha existido una noción 
precisa de actividad legislativa en el titular del poder público, 
que ha gobernado a través de la administración de justicia, la 
cual puede ser administrada sin necesidad de «ley» en el sentido 
moderno de la palabra. El concepto va ligado íntimamente a la 
aparición de un órgano representativo del reino, como son las 
cortes, y, especialmente, a su periodificación, que se inicia con 
el Privilegio general. En 1301 se tiene la idea precisa de que el 
«estatuto», «fuero» u «ordinación» es lo que puede hacer el rey 
con voluntad y consentimiento de los prelados, religiosos, ba­
rones, mesnaderos, caballeros, infanzones y procuradores de ciu­
dades, villas y lugares. En 1348, el mismo Pedro IV que anula 
los privilegios de la Unión, es el que fortalece el concepto pac­
cionado de norma, al declarar que el rey y sus sucesores, el 
Gobernador de Aragón y sus vicegerentes, el Justicia y los demás 
jueces y oficiales están obligados a observar y mantener los Fue­
ros de Aragón. 

La importancia de esta concepción hace que esta «libertad» 
sea una de las que se retrotraen a los fueros de Sobrarbe, pre­
sentándose por Blancas como el tercero de ellos, y en la forma 
de que no es lícito legislar al rey sin oír el dictamen de los súbditos. 
Con arreglo al indicado proceso de mitificación de los fueros de 
Sobrarbe, en Aragón hubo leyes antes que reyes, como consecuen­
cia de los consejos que recibieron los montañeses tras sus em­
bajadas ultramontanas. Tras la unión con Castilla, la defensa del 
orden normativo aragonés es cerrado en actitud defensiva ante 
la agresividad política castellana, y todavía en el siglo XVII se 
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repite que uno de los pactos de Sobrarbe fue el de que la tras­
lación de poder desde el pueblo al rey no implicó que el reino 
abdicase de la facultad legislativa, sin que, por otra parte, esto 
implique disminución en la majestad del Rey, alegándose los 
ejemplos de Augusto, Trajano, Alejandro, Teodosio, es decir, de 
los grandes emperadores de la antigüedad. 

En este aspecto, Aragón no hace sino participar en un con­
cepto que ha sido general a toda la Corona, por tanto, común 
a Cataluña y Valencia, distanciándose de Castilla, donde las Cor­
tes no han alcanzado la participación legislativa. Su valoración, 
como es natural, no puede realizarse de forma radical. Ha creado 
un normativismo, que se diferencia totalmente del administrati­
vismo que ha caracterizado la legislación mediante reales cédulas 
en Castilla. El normativismo ofrece mayor seguridad al individuo, 
en tanto su talón de Aquiles es el inmovilismo. Aragón lo ha uti­
lizado para frenar el expansionismo castellano, y con éste el abso­
lutismo real. En contraposición, sus efectos han sido los del man­
tenimiento de privilegios medievales y, por ende, un freno también 
del progreso. 

Esta última aserción debe ser acompañada de alguna consi­
deración en torno al concepto de «ley» en Aragón, que, como se 
ha dicho, no tiene ese nombre, sino el de «fuero», sin que se trate 
de cuestión meramente terminológica. El concepto de «fuero» no 
ha dejado de tener en ningún momento en Aragón el sentido de 
«privilegio», y lo sigue teniendo en la actualidad. La confirmación 
más importante de los fueros, privilegios, cartas de donaciones 
y cambios de los reinos de Aragón, Valencia, Ribagorza y Teruel 
se hace en un fuero que lleva el expresivo título de «Privilegio 
general», y el legendario fuero primero de Sobrarbe se recoge 
por Blancas en el sentido, no de que el rey les conceda fueros 
justos, sino fueros «mejores», es decir, más favorables. El con­
cepto de «fuero» como «privilegio» no ha desaparecido en la 
mente ciudadana actual. 

18. LAS GARANTÍAS NACIONALES DE NATURALEZA ADMINISTRATIVA 

Podemos calificar de garantías nacionales de naturaleza ad­
ministrativa las que teniendo carácter público no se refieren a 
estados o situaciones de excepción. 
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La de índole más simplemente administrativa podría decirse 
que es la de la reserva de oficios y beneficios del Reino a los 
regnícolas. Es consecuencia lógica de un reino que no puede per­
mitirse el que las escasas prebendas recaigan en extranjeros, 
debiendo tenerse presente que casi todos los reinos han adoptado 
medidas similares. El que en cada reino los jueces hubieran de 
ser naturales es ya una reivindicación del Privilegio General, que 
en su aclaración de 1325 se pretenderá sin éxito extender, en el 
sentido de que en Valencia hubiera jueces aragoneses para los 
aragoneses. Sobre todo, en 1300 se ha establecido que el Gober­
nador, Baile general, suprajunteros, merinos, jueces, inquisidores, 
colectores, administradores y demás oficiales del Reino fueran de 
Aragón, y no, de otra «nación», en tanto en Ribagorza podrían 
ser de Ribagorza o «vel de Aragonia natione». El indigenismo se 
concreta más aun en 1423 y 1461, dirigido especialmente contra 
Cataluña, pues catalanes eran los que ofrecían una dura compe­
tencia a los aragoneses. En la época de los Austrias, el pleito más 
importante, si se exceptúa el de Antonio Pérez, es el del «virrey 
extranjero», en el que Aragón pretende que haya de ser un ara­
gonés el que ocupe la más alta magistratura después del Rey. 
En 1593, una de las consecuencias de los sucesos de Antonio 
Pérez, es que se sobresea el pleito entre el Rey y el Reino ante 
la Corte del Justicia en este asunto, facultando al primero para 
nombrar a quien quisiere hasta las cortes próximas, lo que se 
irá prorrogando, si bien desde 1626 los aragoneses conseguirán 
compensaciones, al reservarse algunas plazas fuera del Reino. 

19. LAS LIBERTADES NACIONALES DE NATURALEZA POLÍTICA 

O POLÍTICO-ADMINISTRATIVAS 

Se llega así a las libertades más destacadas, que son las que 
afectando a toda la nación, se refieren, al menos, en ocasiones, 
a situaciones o estados de excepción. En realidad, ofrecen una 
vertiente administrativa y otra política. 

El poder político del Rey aparece limitado por el del Reino, 
reunido en Cortes. Estas intervienen, como ya se ha indicado, 
en el aspecto normativo y, en general, en toda decisión política 
de importancia. Arrancan de los primeros años del siglo XIII y 
se institucionalizan, fundamentalmente, a partir del Privilegio Ge­
neral. Una «libertad» tan importante no podía menos de mitifi-
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carse, y por ello se la convierte por Blancas en el fuero cuarto 
de Sobrarbe, en la forma de admonición al rey para que se abs­
tenga de hacer paz, ajustar tregua, o tratar otra cosa de gran 
interés, si no es con anuencia del consejo de los «seniores». En las 
cortes se atienden y se reparan, especialmente, los agravios o con­
trafueros que los oficiales reales han podido hacer a los compo­
nentes de los estamentos. 

Sin embargo, la libertad política más rutilante es la de la ins­
titución del Justicia, que hasta el siglo XII no es sino un juez or­
dinario en la corte del Rey. Cuando en cortes de Ejea de 1265 los 
nobles tienen que preservar sus privilegios buscan en él el Juez 
que medie en los litigios con el Rey o en los litigios entre sí, ac­
tuando en el primer caso con el consejo de los ricos hombres y 
caballeros que, asistiendo a las cortes, no tuvieran interés en el 
negocio, y en el segundo con consejo del Rey y los demás ricos 
hombres, Caballeros e infanzones no interesados. La función del 
Justicia se democratiza en el Privilegio General, al juzgar todos 
los pleitos que vinieran a su Corte, y dar entrada en su consejo 
a los procuradores de las villas. Para garantizar su imparcialidad 
y desinterés, desde 1265 se reserva al grupo de los caballeros. 

El Justicia sale fortalecido tras la derrota de la Unión un poco 
paradójicamente, pero no tanto si se tiene en cuenta que el Rey 
ve en él un funcionario real; por otra parte, la institución que 
puede evitar las acciones violentas de la nobleza o, al menos, man­
charlas de ilegitimidad. Desde 1436 no puede ser detenido ni aun por 
los delitos más graves y su juicio corresponde «in solidum» al Rey 
y las Cortes. En 1442 se le reconoce vitalicio e irrenunciable, 
aunque se admite la renuncia hecha libremente en manos del 
monarca. Asistido de lugarteniente, la única institución aragonesa 
que puede tener más de uno, procedimientos como los ya citados 
de «iurisfirma» y de «manifestación» le convierten en el eje de 
toda la actividad judicial, que es tanto, como decir, de toda la 
vida política del reino. Se procede, entonces, a su mitificación por 
parte de ellos mismos y de la historiografía, y aparece como ins­
tituido antes que el mismo rey, según Jiménez de Cerdán. Blancas 
formula el fuero quinto de Sobrarbe como aquél en el que para 
que no sufran menoscabo las leyes o libertades, se instituye un 
juez medio que velaría por aquéllas, y al que sería lícito y per­
mitido apelar del rey, si éste dañase a alguien, y rechazar las in­
jurias que infiriese a la república. 

La decadencia de la institución es consecuencia notoria de la 
desgraciada actuación de su titular en el asunto de Antonio Pérez. 
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Desde 1593 se le declara revocable a voluntad del Rey, no obstante 
fueros y usos contrarios. Algún jurista, como Pedro Calixto Ramí­
rez, elude ya la cuestión del supuesto origen sobrarbense, y los 
que siguen defendiéndolo, hacen constar que no menoscabó la 
autoridad del Rey, sino se instituyó como un «consejo de con­
ciencia», donde con el respeto debido se le advertía lo que no 
podía hacer sin pecado. 

Todo tiende a declarar limitado el poder de los Reyes de Ara­
gón que según Pedro Calixto Ramírez no han sido llamados «Ara­
goniae Reges», sino «Aragonum Reges», porque no instituyeron un 
«Dominatum», sino sólo un «Principatum». Por ello, ya desde el 
Privilegio General se ha declarado que ni en Aragón, ni en Va­
lencia o en Ribagorza se ha conocido el mero o mixto imperio, 
sino la actuación conforme a los fueros, aclarando el glosador que 
ese imperio se refiere al absoluto del Príncipe, y no al regulado 
en las leyes y fueros. Una vez más, pues, se rechaza el derecho 
romano, en lo que éste representaba de reforzamiento del poder 
real, aunque se admitiera su técnica en la vida jurídica. 

Pero no se detienen aquí las libertades aragonesas, sino que 
se pretende llegar a más, con los ya citados Privilegios de la 
Unión. Pedro IV los deroga, pero historiadores y juristas crean 
la leyenda de que el Reino tiene la facultad antigua de deponer 
al monarca y elegir otro cuando aquél actúa contra los fueros y 
libertades, lo que Blancas enuncia como el fuero sexto de So­
brarbe. Para algún jurista, como Sagarra, el nuevo monarca puede, 
incluso, ser pagano. El fuero sexto de Sobrarbe se complementa 
con otra creación legendaria, que es la de convertir el tradicional 
juramento de los monarcas en cuanto a la observancia de fueros 
y costumbres, por el del reconocimiento de que cada uno de los 
miembros del reino es igual a él y todos juntos más que él, de 
forma que están obligados a él en tanto les gobierne rectamente, 
« y si no, no», como añadirá Antonio Pérez para conseguir el 
máximo de rotundidez aragonesa. 

Puede pensarse que estas últimas libertades han empujado 
hacia una monarquía electiva, y, quizá, haya estado como objetivo 
en la mente de parte de los nobles, pero es un hecho que, ni 
teóricamente, se ha llegado a ello. Lo que representan es una 
monarquía hereditaria frente a un reino estructurado en forma 
estamental; con una responsabilidad administrativa y política muy 
acentuada en cuanto al titular del poder público, y enmarcado todo 
ello en un normativismo de condición paccionada. 
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C O N C L U S I O N E S 

20. LA POSIBILIDAD DE ACTUALIZAR PARCIALMENTE 

LAS LIBERTADES ARAGONESAS 

A diferencia de otros temas, cuyo interés es meramente erudito, 
el de las libertades aragonesas es eminentemente político, por lo 
que no cabe concluir su exposición sin algunas consideraciones en 
torno a su aprovechabilidad en el momento actual. A manera de 
conclusiones, estas consideraciones pueden ser las siguientes: 

a) Las libertades aragonesas nacen en la segunda mitad del 
siglo XIII, se moderan en el siglo XIV, se mitifican por juristas 
e historiadores entre los siglos XIV al XVI, decaen a partir de fines 
del siglo XVI y desaparecen desde principios del siglo XVIII. 

b) Distintas en número y valoración en las distintas épocas, 
no son objeto de exposición conjunta sino en el siglo XVI, el de 
mayor madurez política, a través de juristas como Molino, o his­
toriadores, como Blancas. 

c) Con arreglo a un criterio dogmático, pueden clasificarse en: 

1. Garantías estamentales o de naturaleza nobiliaria. 
2. Garantías individuales, de naturaleza judicial o fiscal. 
3. Garantías nacionales de naturaleza normativa, administra­

tiva y política. 
d) Casi todas las libertades aragonesas son una realidad his­

tórica, pero a gran parte de ellas se les atribuye una antigüedad 
falsa, o se les deforma. 

e) Las garantías estamentales son repudiables en su totalidad 
para el momento actual, y gran parte de ellas aún, incluso, para 
el momento en que fueron dadas o en el que supervivieron. 

f) Las garantías individuales de naturaleza judicial están so­
brepasadas en la época actual, pero alguna de ellas puede ser 
todavía objeto de meditación, en cuanto en algunos Estados ac­
tuales los principios en esta materia han sufrido retrocesos. 

g) Parte de las garantías individuales de naturaleza fiscal no 
merecen ser recordadas por su origen estamental, y todas, en 

CHJZ-25-26 35 



Jesús Lalinde Abadía 

general, han sido sobrepasadas en los Estados modernos, al menos, 
en el terreno de los principios. 

h) Partiendo de la base de que ninguna época debe imitar las 
pasadas, sino crear o recrear su propia actualidad, las libertades 
aragonesas de carácter nacional no parecen aptas para servir de 
bandera en nuestra época, aunque cabe su «actualización», es decir, 
la extracción de fundamentos, y en este sentido, cabe la medita­
ción sobre principios tales como la responsabilidad administrativa 
y política del titular del poder público, el normativismo de carác­
ter paccionado o un efectivo control judicial de la actuación de 
la Administración. 
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